Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 40 minutos) 


La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a la delegación del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Enseñanza 
Privada, la cual está integrada por las señoras María Cristina Torterolo y Nancy Laura Rodiño, a quienes tenemos el gusto de 
cederles el uso de la palabra. 


SEÑORA TORTEROLO.- En principio, en nombre del sindicato, agradecemos que esta Comisión nos haya recibido. 


Estamos aquí en virtud de una resolución adoptada por la asamblea y nos parecía importante que esta Comisión conociera la 
opinión de los trabajadores, sobre todo, cuando tanto se habla de la enseñanza privada. A esos efectos, vamos a dejar una carpeta 
que contiene el tema sobre el cual vamos a hablar con los señores Senadores. Cabe aclarar que en los últimos días también 
estuvimos reunidos con la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes y, en esa instancia, hicimos 
hincapié en un tema que para nosotros es muy importante y del cual nos gustaría que esta Comisión de Educación y Cultura 
tuviera conocimiento. 


Concretamente, quiero referirme a lo que respecta al marco legal. Nuestro sindicato, precisamente, surge en el año 1985. En ese 
momento, aparece el primer convenio homologado el cual nos permitió tener una situación justa en el sector. En aquél entonces, la 
situación era la siguiente: los acuerdos a que llegábamos todos los trabajadores, permitían que pudiéramos tener un marco salarial 
O de categoría, el cual se acordaba en eso que, por deformación, seguimos llamando Consejo de Salarios, pero lo cierto es que, en 
este momento, estamos sin convenio. 


Otro tema importante que queremos destacar es que si bien se sigue hablando de la enseñanza privada y pensando que ese 
concepto abarca a escuelas y liceos, en la actualidad se incluye en él a las guarderías, las academias y a las instituciones 
universitarias como, por ejemplo, la UCUDAL y la ORT, así como la Asociación Cristiana de Jóvenes, que otorga el título 
universitario para profesores de educación física. O sea que el sector es mucho más amplio. Existe un estudio de la Universidad de 
la República, que no está actualizado, en el que se hace una evaluación y se establece que el 90% de la enseñanza privada se 
concentra en Montevideo. Precisamente, nuestro sindicato tiene esas mismas características. 


Por otro lado, hay otra situación también difícil en torno a nuestro sindicato. Si nosotros dijéramos que existen problemas para 
organizarse porque hay falta de libertad sindical, seguramente, a los señores Senadores les surgiría la pregunta de dónde pasa eso 
y cómo podemos probarlo. Precisamente, esto es lo más difícil para nosotros. Esta situación se da a veces, por ejemplo, cuando se 
contrata a trabajadores y, antes de concretar el contrato o durante ese proceso, se les llama en forma individual y se les hace saber 
una serie de condiciones, dentro de las que se incluye que no se puede hacer paro y cuáles son las normas. También se le 
pregunta a ese posible trabajador qué le parece esto, pero la respuesta se transforma en un silencio y no puede decir 
absolutamente nada. Aunque parezcan aberrantes, estas cosas están sucediendo. 


Además, está todo lo que tiene que ver con la rebaja del alumnado. Entendemos que sobre este tema se debe hacer un estudio y 
una recomposición del alumnado. Pensamos que es importante estudiar este tema porque, si existe tanta rebaja, ¿para qué se 
conceden habilitaciones nuevas? Cabe aclarar que dentro de la enseñanza privada tenemos instituciones autorizadas y habilitadas. 
Las instituciones habilitadas se manejan dentro de las pautas de los Consejos de Enseñanza Primaria y Secundaria. En este 
momento se siguen concediendo habilitaciones, las cuales pueden darse por extensión -en este caso podemos pensar que se trata 
de los mismos alumnos- pero hay otras que no tienen esta característica. 


Dentro del tema del alumnado, podemos decir también que este tiene una composición diferente. Actualmente se están habilitando 
los bachilleratos técnicos en los que se incluye, por ejemplo, a los alumnos que están haciendo los cursos de hotelería. Esto nos 
hace suponer que en algún momento esos institutos van a solicitar la habilitación, otros ya lo están haciendo, con lo cual esos 
alumnos van a quedar en condiciones de acceder a estudios universitarios. Todo esto, entonces, nos demuestra que se está dando 
una recomposición del alumnado. 


Otro aspecto importante es el de que hay cuotas que se pagan en dólares. Se habla mucho del tema económico, pero si existen 
cuotas en dólares y en efectivo, pensamos que no se trata tanto de ese factor al cual se debería que disminuya el alumnado. En 
nuestra opinión, habría que hacer un estudio a los efectos de ver bien cuál es la situación y entender que no todas las instituciones 
están en las mismas condiciones, sobre todo, teniendo en cuenta que, como dije antes, en nuestro sector ya no se incluyen 
solamente a las escuelas y liceos. 


En otro orden de cosas, creemos que desde esta Comisión podrían surgir algunas pautas sobre lo siguiente: nosotros tenemos la 
Ordenanza N* 14, que es la que da las habilitaciones; esto sería para el caso de la educación privada habilitada. Si no me 
equivoco, esta ordenanza data del año 1994 y en ella se habla, por ejemplo, de la cantidad de alumnos por grupo. Esto nos hace 
pensar en la importancia que tiene la cantidad de alumnos por grupo, sobre todo, en la enseñanza privada, en cuyo caso no es un 
tema menor porque estamos hablando de una estimación del 20% o el 30% nada más que en los institutos habilitados. Cuando se 
aprobó esa ordenanza se decía que los grupos no podían tener más de 40 alumnos. Uno puede pensar que si una Comisión que 
se dedicó a la elaboración de la Ordenanza N* 14, manejaba esos porcentajes, lo hacía sobre la realidad. 


Por otra parte, el estudio realizado por la Universidad de la República -que vamos a dejar en la Comisión- habla de la importancia 
del crecimiento en el sector terciario o universitario. Este punto también lo incluimos en toda la problemática de la recomposición. 
En el documento que vamos a dejar en la Comisión, señalamos algunos elementos que nos parecen importantes, relacionados con 
los salarios y las cuotas. Respecto a la cuantificación del gasto educativo en el Uruguay, ese trabajo de la Universidad de la 
República dice que mientras se expresa que el valor nominal de la canasta básica y del IPC se multiplicó por 1.56 en el período 
1994 - 1999, los precios de los servicios de la enseñanza lo hicieron por 2.24 en un mismo período. De modo que si en este 


momento se puede hablar de que hay un problema, debemos admitir que hubo un período en que no existió. Se podría decir que 
en ese período se disfrutó de buenos salarios, pero tampoco es así pues, de ser así, no aparecerían estas diferencias que figuran 
en el estudio. 


En lo que respecta al tema "consejo de salarios" -reitero que lo llamamos así por deformación- podemos hacer varias 
puntualizaciones. A los efectos de hacer la negociación, las instituciones que se presentaron fueron la Asociación de Institutos de 
Enseñanza Privada y la Asociación Uruguaya de Enseñanza Católica. Por falta de marco legal, no tenemos medios para convocar, 
por ejemplo, a las guarderías, a los institutos de idiomas, aunque sí lo pudimos hacer en el año 1985 cuando hicimos un convenio y 
se homologó. Entonces, nos vemos en la situación de no poder convocar a ese tipo de institutos porque no tenemos el marco legal 
apropiado. Inclusive, si se fijara en un consejo de salarios, que es el elemento que hace que exista una base para todos, habría una 
mejor relación entre todas las instituciones. En otras palabras, es más leal que cuando se arma un presupuesto se sepa cuál va a 
ser el salario mínimo y no que, como en un instituto un docente cobra tres, otro decida pagar 2 o 1.5. Con esto quiero decir que la 
situación es desleal entre los propios institutos porque, en definitiva, se perjudica a la propia institución, en el caso de que quiera 
pagar mejores salarios. Digo que con esto se perjudican las instituciones porque estamos haciendo que trabajen en condiciones 
diferentes en cuanto a los salarios. Quiere decir que este Consejo de Salarios sería más justo y, a su vez, también podría ser 
considerado así si fuera aplicado a trabajadores que están sindicalizados y a los que no lo están. 


Quisiera dejar presente en los señores Legisladores la idea de que este Sindicato está formado no sólo por docentes, sino que en 
él participan también, maestros, profesores, personal de servicios, personal de administración e, incluso, en algunas instituciones 
también figuran dentro del personal serenos, cocineros, personal técnico, psicólogos y todo lo que se puedan imaginar. Este 
aspecto varía de un lugar a otro. 


En el año 1985 se aprobó el tema de la antigúedad, tema que sacamos a colación porque apareció alguna publicación en "La 
República". Concretamente, percibimos un 2% por año por concepto de antigúedad, con un tope de alrededor de 30 años. Pero, no 
tenemos nada más porque, por ejemplo, a las categorías se les dio contenido pero no se les puso precio y, por lo tanto, no se están 
aplicando. 


En consecuencia, lo único que se posee es ese 2% para diferenciar un trabajador que recién empieza y que desarrolla su trabajo - 
ya sea en el área de la administración o de la docencia- al momento de dejar la institución. 


Debemos hacer hincapié en que tampoco estamos hablando de salarios tan altos. Quizás los señores Senadores podrán conocer a 
gente que tenga grandes responsabilidades y perciba altos salarios, pero no es lo común; tenemos de todo. En la carpeta que les 
vamos a dejar podrán ver una muestra donde figura el salario de un docente que percibe $ 162, y no está por fuera del laudo sino 
que simplemente responde a la cantidad de horas que tiene. Podemos pensar sobre la base de 30 horas y hacer cálculos o 
remitirnos al trabajo de un maestro que cumple un mínimo de horas, pero en el caso de los profesores no es así. De pronto, si esa 
persona trabaja en una institución habilitada va a tener un mínimo de horas en un grupo, pero tenemos de todo: instituciones 
habilitadas, autorizadas, etcétera. 


Por otro lado, tenemos dificultades que no están vinculadas al tema económico. Las dos asociaciones hemos propuesto una bolsa 
de trabajo -se le puede dar también otro nombre- que concentraría a los trabajadores que han perdido su trabajo y que de esa 
forma podrían ser tenidos en cuenta. En ningún momento nos estamos refiriendo a gente que esté en esas condiciones por 
irresponsabilidad, de ningún modo, se trata de razones ajenas al trabajador. No se trataría de una simple lista, sino que se fijarían 
criterios y todos tendrían que tener acceso a la misma. En esto participarían las dos asociaciones involucradas, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y el Sindicato. 


¿Por qué es importante la creación de esta bolsa de trabajo? Imaginen a alguien que puede ser o no docente y que pierde su 
trabajo a determinada edad. Seguramente no va a ir a dar clase a otro lugar y, por consiguiente, va a perder sus aportes 
jubilatorios, se va a quedar sin trabajo, sin jubilación y en la calle. Poder llegar a un criterio sobre este problema no significa un 
costo económico. 


Respecto al tema de DISSE, cabe señalar que la antigúedad en esta área está homologada por el Convenio que hicimos en base al 
Decreto 287/85. En DISSE tenemos convenido que se pague a quien se acoge por enfermedad o por maternidad la diferencia y lo 
que no paga DISSE lo paga la institución. 


En la nota que hemos traído se establece que otro derecho conquistado en Convenio homologado por el Poder Ejecutivo, prevé 
que cada institución se haga cargo de la diferencia entre lo pagado por DISSE y el salario de un trabajador con licencia médica. 
Nuevamente, en la última reunión del Consejo de Salarios, las patronales vuelven a plantear un sistema de franjas por el cual 
según el sueldo de cada trabajador, percibirán algunos la totalidad de la diferencia y, en otros casos no. La incidencia real de esta 
propuesta en términos económicos para las instituciones no parece significativa, puesto que sólo alcanzaría el recorte a 
funcionarios con altos sueldos que, obviamente, son muy pocos, y el uso de licencia médica. Justamente, los cargos de confianza, 
en algunos casos, con sueldos desproporcionados respecto al resto de los funcionarios, son aquéllos en los que no es común ver 
interés de las patronales por recortar egresos en cada reestructura. 


Por lo tanto, el único efecto que puede obtenerse con la propuesta es sentar un precedente a partir del cual poder invalidar 
legalmente el Convenio del año 1985 que consagra este derecho y el de la antigúedad. 


Esto surge a partir de un informe realizado por el doctor Babasse, abogado del Sindicato. Concretamente, alcanzaría que 
firmáramos prácticamente con nada de diferencia, para que después, por estar en el Convenio y terminado éste, deje de tener 
valor. Esto para nosotros es grave. 


Con respecto a los subsidios en la enseñanza privada me voy a remitir a lo que dice la nota que vamos a dejar a los integrantes de 
la Comisión. En la misma se establece que mientras se obstaculiza la concreción de este Convenio, se desarrolla una campaña 
tendiente a lograr mayores subsidios que se agregarían a la exoneración ya existente para el sector de la enseñanaza privada. De 
esta forma, se nos mantiene a los trabajadores y alumnos de rehenes en una situación conflictiva, priorizando un objetivo que nos 
es ajeno.Incluso, a raíz de esto, el Sindicato va a realizar un taller, ahora en setiembre. ¿Qué es lo que sucede? En el Consejo de 
Salarios no se está planteando el tema de subsidio pero, si leemos la prensa -no hemos visto los desmentidos- vemos que hay 


declaraciones que apuntan a ese tema. Estamos preocupados porque no se avanza en el ámbito del Consejo de Salarios y 
tampoco existe una razón económica. Entonces, ¿por qué se hacen esas declaraciones en la prensa? ¿Qué estamos esperando? 
Somos conscientes que la enseñanza privada tiene determinados subsidios y que ahora fue beneficiada para hacer los laboratorios 
informáticos a través de la última ley de emergencia, donde se va a reglamentar la devolución del IVA. Sin embargo, esos 
beneficios no son percibidos por los trabajadores; no hemos visto absolutamente nada. 


En la nota referida también se habla de los derechos no respetados y se menciona que en el sector se ha constatado la reiterada 
violación de derecho de los trabajadores, por ejemplo, el no respeto a las libertades sindicales, despidos con la pretensión de 
desmantelar la organización sindical, presiones de todo tipo ante medidas gremiales, contratos de trabajo ¡legales con cláusulas 
limitantes del derecho de paro -respecto a este punto anexamos parte de un estudio realizado por la doctora Graciela Giuzio- 
despidos arbitrarios justificados por causa de reestructura, etcétera. Respecto al tema de las libertades sindicales, quisiera señalar 
que nos encontramos con las dificultades que mencionábamos hoy y somos conscientes de que es algo que está sucediendo. Sin 
embargo, ¿cómo hacemos para probarlo? Al respecto poníamos el ejemplo de una persona que puede ser llamada individualmente 
O antes de ingresar. De pronto, en una institución grande, ante las presiones, hay diez trabajadores que están sindicalizados; 
entonces, cuando planteamos que hay persecución -no podemos pensar que la mayoría de los trabajadores de la enseñanza 
privada estén mintiendo- se nos contesta que no hay ninguna limitante porque hay determinadas personas que están sindicalizadas 
y si no hay más es porque no quieren. Sin embargo, sabemos que las dificultades existen. 


Más adelante nos referimos a los despidos arbitrarios justificados por falsas reestructuras. Tuvimos muchos despidos y en el lugar 
que se produjeron más fue en el Colegio Nacional José Pedro Varela. Seguramente ustedes lo saben porque fue algo público. 
Cuando nos hablan de reestructura, podemos pensar que hay dificultades económicas. Pero si uno valora que se está dando de 
baja a trabajadores que ganan $ 4.000 o $ 5.000 y se mantiene a otras personas que perciben importantísimos ingresos de más de 
$ 50.000 -aclaramos que no estamos en contra de ello- no nos cierra que el argumento sea de que existen dificultades económicas 
porque no incide tanto el despido de personas que ganan mucho menos. Además, en ningún momento se observa que se trata de 
malos trabajadores. 


Por otro lado, tenemos trabajadores "en negro", aspecto que se está dando bastante en Montevideo y en Canelones. Asimismo, 
hay falta de aportes al Banco de Previsión Social, a pesar de que son descontados a los trabajadores. Podemos citar el caso del 
Bartolomé Hidalgo -por nombrar uno; no quiere decir que sea el único- en el que existen incumplimientos en el pago de aguinaldos 
y salarios vacacionales, en el Decreto N* 287, congelando la antigúedad a marzo de 2001, etcétera. 


Con respecto a estos temas, quisiera hacer la siguiente apreciación. Como los señores Senadores saben, antes a los trabajadores 
se les hacía una reliquidación. En el caso de un trabajador con 10 ó 15 años de servicios, cuando terminaba la relación laboral, 
podía hacer un reclamo -si no lo había hecho nunca- de todo lo que entendía que se le debía, pero ahora eso no existe, ya que sólo 
tenemos los dos años para hacer dicho reclamo. Además, tenemos dos dificultades: perdemos una parte, a los dos años, para 
hacer el reclamo y, por otro lado, si lo hacemos mientras estamos trabajando, de pronto el mismo no se acepta. Tenemos firmados 
los despidos parciales -esto figura en el Decreto N* 287- pero resulta que hay instituciones que nos dicen que no los solicitemos 
porque si lo hacemos nos pagan todo el despido. Entonces, además de que tenemos menos horas, no podemos pedir el despido 
parcial. Esto nos ocasiona muchas dificultades. 


Por otra parte, hay contratos de trabajo que no incluyen los meses de verano, con lo cual se oculta una relación laboral 
permanente, ya que estamos a disponibilidad y nos renuevan el contrato en el siguiente año lectivo. Todos los funcionarios de estas 
instituciones pierden tres meses por cada año de su historia laboral y, en algunos casos, su antigúedad. Para los docentes de las 
instituciones habilitadas esto se traduce en que cada seis años pierden el año de bonificación que tienen, mientras que los 
maestros, que tienen un año cada tres, pierden medio año de bonificación. Esta es la legislación que existe para las instituciones 
habilitadas. 


Quiere decir que las instituciones privadas tendrán mayores beneficios, pero no tenemos mejores condiciones de trabajo. 


También tenemos que destacar la exigencia a los funcionarios para que asistan a multiplicidad de reuniones extracurriculares y 
fuera de horario, todo lo cual no es pago. 


La situación que se presenta en nuestro grupo demuestra la imperiosa necesidad de una ley marco de negociación colectiva en la 
que sean homologados los convenios. 


Más adelante, en la documentación aparece un desarrollo de la doctora Giuzio. Estamos convencidos de que esto no solamente 
beneficia a los trabajadores, sino también a las instituciones, porque de esta manera no se perjudica a aquellos que dan mejores 
condiciones a los trabajadores. También hemos traído una gráfica de nuestros salarios y extractamos del estudio de la Universidad 
la cuantificación del gasto educativo en las partes inherentes a este tema y al Decreto N* 287. 


Por otro lado, tenemos una nota que nos remitieron los trabajadores del Colegio Nuestra Señora de la Misericordia, de Pocitos. 
Como los señores Senadores saben, esta institución cerró. Dicha nota expresa que a principios del mes de junio del año 2000, un 
grupo de docentes logra que llegue a las Hermanas una propuesta del Gobierno español para patrocinar el Colegio. La comunidad 
se muestra interesada y decidida a seguir los pasos necesarios para lograr concretar dicha propuesta. El 3 de agosto del mismo 
año se recibe información en la que se confirma que, a causa de haberse realizado incorrectamente por parte de la comunidad los 
trámites de solicitud ante el Gobierno español, el instituto queda descartado de la posibilidad de patrocinio. Unos días después, el 
11 de agosto, los funcionarios reciben una propuesta de los abogados de la patronal, consistente en rebajas salariales del 35% y en 
el pago de los cuatro o cinco salarios atrasados, en cuotas, durante dos años. Los delegados nos informan que esa mañana se le 
había confirmado a todo el personal la venta del Colegio y el retiro de la comunidad en el mes de diciembre. 


Ahora vamos a ocuparnos del Instituto Yavne. Dicha institución reconoce que el éxito es producto del esfuerzo común de las 
Comisiones Directivas y de sus funcionarios. En ese sentido, se expresa que la Escuela seguirá vertiendo los aportes a DISSE y lo 
correspondiente al 2%. Quiere decir que la Escuela debía abonar a sus funcionarios la diferencia entre lo abonado por DISSE y el 
sueldo habitual, pero ahora ellos entienden que esto ha caducado y nosotros nos tenemos que enfrentar a los correspondientes 
reclamos. Ellos estiman que todo lo que están haciendo apunta a mantener la fuente de trabajo en condiciones dignas, pero lo 
cierto es que lo que se ha aprobado, no se está pagando. 


Ahora voy a mencionar otra situación, para que los señores Senadores vean que hay muy diversos casos en cuanto al tema de los 
salarios. Existe una persona que está ganando $ 162 por mes, y ello no significa que la institución le esté pagando mal; son las 
horas que tiene asignadas. 


Después tenemos una carta del Colegio Sagrado Corazón que se remite a los padres de los alumnos. Allí se expresa que se quiere 
flexibilizar la antigúedad, dado que la misma se estableció en el año 1985, pero ahora las condiciones son diferentes. También hay 
una nota del Directorio del Colegio Maturana a su personal, que se expresa en los mismos términos. En ese sentido, a fines de 
mayo el sindicato contesta a todo lo que se manifiesta allí, ya que la situación no es tal como se plantea. 


La propuesta inicial de SINTEP para este convenio planteaba ajustes semestrales por el 100% del IPC, más el correctivo de 
mantenimiento salarial y puntos de recuperación. Asimismo, se reivindicaba la equiparación progresiva del salario de maestros y 
docentes del Ciclo Básico con el de docentes del Bachillerato. La última propuesta de SINTEP, hace dos meses, establece ajustes 
anuales del 80% del IPC más un correctivo menor. Los más perjudicados por la actual coyuntura económica somos quienes 
seguimos trabajando y sostenemos las instituciones. La patronal, en cambio, no ha variado su disposición a realizar una rebaja 
salarial. Esta propuesta afecta los derechos del pago de antigúedad, pretendiendo confundirlo con los ajustes por inflación. Al 
respecto, argumentan que el 2% de pago por antigúedad complementa el ajuste y cubre la pérdida causada por la inflación. Pero 
esto no es así. Este 2% es parte de la carrera funcional de los trabajadores; nunca se lo vinculó a la inflación, ni siquiera en épocas 
en que la misma era muyy alta. 


Por su parte, el Instituto Crandon, el 14 de junio de 2001 manda una nota a sus funcionarios y al final expresa que el Consejo 
Directivo ve con preocupación las medidas sindicales que se están tomando. El mismo exhorta a reflexionar sobre las 
consecuencias negativas que esta situación puede tener sobre toda la institución. Aclaro que cuando nosotros tomamos alguna 
medida es porque no hemos podido llegar a ningún tipo de acuerdo. Hay que destacar que las instituciones realizan todas sus 
actividades con nuestro esfuerzo; no somos ajenos a ellas. Cuando hay que llevar adelante algún proyecto, somos nosotros los que 
lo enfrentamos. O sea que en ningún momento nos pueden hacer responsables de la situación por la que atraviesan las 
instituciones. 


Por otro lado, hay dos compañeros que fueron echados por la Escuela Integral Hebreo - Uruguaya, y que elaboraron una nota que 
vamos a dejar a la Comisión. Allí se expresa que ellos acudieron al Comité Central Israelita del Uruguay y también se incluye una 
publicación que apareció en el diario "El Observador". 


También nos hicieron llegar una memoria y balance del año 1999 del Instituto José Pedro Varela. En una parte del mensaje del 
Presidente a la Asamblea General de la Sociedad Uruguaya de Enseñanza se dice que se han adoptado algunas decisiones que 
cabe admitir como heroicas, con el objeto de revertir la situación, las que han encontrado la comprensión y buena voluntad del 
personal. Quiere decir que la misma institución reconoce la actitud de los funcionarios, lo cual es muy importante. Más adelante, en 
ese mensaje se manifiesta que la persona que hasta el año 1998 ocupara ese cargo, en los últimos años de su actuación manejó 
información con cifras falsas que llevaron a considerar que el número de alumnos no descendía, cuando en realidad estaba 
mermando seriamente. A ello se agrega que el nuevo local de 18 de Julio 2205 dispone de un número de salones insuficiente para 
las necesidades reales, según manifestó el arquitecto. El ex Director General solicitó menos salones de los entonces necesarios, 
porque su propósito era disminuir el alumnado en la sección Secundaria. Dicha institución ha logrado subsanar los perjuicios de 
aquella acción mediante la realización de esfuerzos adicionales. 


Quiero subrayar que a raíz de todo esto tuvimos veinte despidos en esta institución. La misma reconoce que tuvieron problemas 
con quienes tenían responsabilidades, pues no suministraron la información adecuada y contra ellos hoy están realizando un juicio, 
pero los que pagamos los platos rotos fuimos nosotros. Además, la misma institución reconoce que por los esfuerzos que han 
realizado los trabajadores, hoy la situación no es tan adversa como podría serlo. 


La señora contadora detalla información respecto a cada una de las secciones, así como a los gastos derivados de la obra ubicada 
en 18 de julio 2205. Pese al resultado del balance, puede apreciarse que la institución presenta una situación económica muy sana 
con asimetrías entre las secciones. La Comisión Fiscal realizó una apreciación respecto a la situación deficitaria de la sección de 
preescolares; esto ya se advertía en el ejercicio 1997. Se expresa también que a partir del presente año lectivo se inicia un proceso 
para revertir la situación a través de un programa de inversiones en materiales y una redistribución de los espacios disponibles. 


Más adelante se indica que el Presidente continúa manifestando que las dificultades de la sección de preescolares tienen su origen 
y motivo en la política de discriminación instrumentada por el anterior Director General. 


Deseo aclarar que la persona que se desempeñaba como Director General ahora está como Director de otra institución. No 
decimos nada sobre ese punto, pero en la institución en la que está ahora también se registran despidos. Dentro de la enseñanza 
hay personas que ocupan cargos de responsabilidad y no saben nada de la educación; quizás sí dirigen empresas y luego 
aparecen en esos lugares, lo cual nos trae problemas. 


Otra de las cosas que dejamos en la carpeta es una publicación de "La República" firmada por el señor Daniel Martínez Soto. 
Hemos decidido incluirla porque nadie la ha desmentido. Allí se dice que la Asociación Uruguaya de Educación Católica mostró su 
preocupación ante las autoridades nacionales, en tanto que el problema es peor en los barrios periféricos de Montevideo. Se refiere 
al descenso de la matrícula en zonas aledañas a la capital. A nuestro juicio, si estamos preocupados por el descenso de la 
matrícula, ¿cómo articular esta situación con las opiniones dadas por el señor Presidente del Consejo de Educación Secundaria, 
quien dice que hay institutos habilitados que no aceptan repetidores? Entonces, ¿nos estamos preocupando por las zonas 
aledañas, por el ser humano cuando, por otro lado, según las declaraciones del señor Presidente, hay instituciones que actúan así 
y pertenecen a esa asociación? De manera que no se está ajeno a esta realidad y no entendemos cuál es la preocupación. De ahí 
que estemos pensando en la posibilidad de no firmar el convenio y en nuestro interés o no en el subsidio. 


Luego, se indica que es importante destacar que en modo alguno se considera que se haya perdido calidad en la educación, lo cual 
algunos atribuyen al traslado. El sacerdote Pedro Vincio -integrante de la Asociación Uruguaya de Enseñanza Católica- descartó de 
plano versiones en tal sentido y responsabilizó directamente a la crisis económica del país. También expresó su seria preocupación 
por el futuro de estos niños, principalmente en las zonas marginales. Lo que antes venían haciendo los colegios ha quedado, en 
muchos casos, eliminado de las organizaciones no gubernamentales. 


Al respecto nos preguntamos si se está queriendo decir que las escuelas del Estado no están cumpliendo el papel que deben. Han 
dicho que no saben dónde están los alumnos que egresan de sus instituciones. Ignoramos de dónde provienen esas cifras; 
tampoco sabemos si el Consejo de Educación Primaria coincide con esas declaraciones. 


Más adelante se indica que los privados reconocieron que los aportes del INDA y del INAME están resultando vitales en algunos 
centros docentes, a fin de permitir que se continúe adelante con la labor. Estas son las cosas que no nos dicen en los Consejos de 
Salarios. Tampoco hemos visto desmentidos de estas publicaciones, lo cual nos lleva a pensar que se está pretendiendo otra cosa. 


Luego se señala, con respecto a las soluciones posibles más allá de las coyunturas, que debería haber una redistribución de lo que 
el Estado invierte en educación. Los institutos de enseñanza privada tienen varios beneficios. Asimismo, se enfatiza la posibilidad 
de dar mayor injerencia a padres, técnicos y educadores, a fin de que exista una posibilidad real en el derecho a elegir. Si esto 
fuera cierto, sería mucho más fácil agremiarse. Entonces, ¿hasta dónde es verdad? Nosotros no nos preocupamos solamente por 
nuestros intereses. Sabemos qué es lo que está pasando en cada institución y qué aportes podemos hacer. 


Más adelante se indica que los privados no católicos temen que en diciembre vuelva a caer la matrícula. Se debe puntualizar que 
ninguno de los colegios ha dejado al margen ni un solo alumno. No entendemos que significa esto, porque no nos cierra con las 
declaraciones del señor Presidente de Educación Secundaria. También se dice que se mantiene el compromiso con los niños que 
educaron durante años. Pero esto no quiere decir que el alumno tenga que permanecer en la institución. Hay que tener en cuenta 
que muchos colegios son unidades económicas. Esto se desprende de una resolución de Educación Secundaria -si bien sólo se 
aplica a colegios habilitados- del año 1998. Creo que es una nota circular donde se solicita que no se demore en ningún momento 
la entrega de certificados por temas de cuotas. No nos cierra esto porque el Consejo de Educación Secundaria no emitiría ese 
comunicado si esa situación no se hubiera dado. Creo que hay varios reclamos de padres al respecto. 


Por último, en "La República" figuran declaraciones del profesor Carbonell, Presidente del Consejo de Educación Secundaria. Allí 
cuestiona colegios que expulsan a alumnos repetidores. Si estamos hablando de habilitados -y es muy probable que se esté 
refiriendo a eso- la ordenanza 14 en ningún momento prohíbe u obliga a quedarse o no con alumnos repetidores. Esto es algo 
relativamente reciente. 


Quedamos a las órdenes de los señores Senadores para evacuar cualquier consulta sobre nuestra exposición. 


SEÑORA ARISMENDI.- La mayoría de los temas que ha planteado la delegación del Sindicato Nacional de Trabajadores de la 
Enseñanza Privada, sin duda está vinculada a asuntos educativos, pero mucho más a los de índole laboral. Independientemente de 
lo que decida la Comisión posteriormente, hay una serie de temas que corresponden a la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social, porque tienen que ver con convenios colectivos, incluso con la posible instalación de los Consejos de Salarios. 
Pero hay otros temas que tienen que ver con la calidad de la educación, que sí deberíamos tratar nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, de la carpeta que nos entregó la delegación extraeríamos los 
antecedentes que podríamos precisar nosotros, y los correspondientes a la materia laboral se remitirían a la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social. Por supuesto que esta delegación puede solicitar, si así lo quiere, una entrevista con dicha Comisión, 
a efectos de analizar los temas laborales que se han planteado en el día de hoy. 


De manera que luego de revisar la carpeta desglosaríamos los asuntos vinculados con nuestra Comisión y enviaríamos los 
restantes a la de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


Por último, en nombre de los miembros de esta Comisión, agradecemos la presencia de la delegación del Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Enseñanza Privada. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 11 y 20 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


